INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la posesión y ocupación de inmuebles fiscales en la forma que indica.


BOLETÍN Nº 2.758-12








Honorable Senado:





	Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de presentaros su informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República. Esta iniciativa ha sido calificada como “Simple Urgencia”. 





- - - - - -





	Asistieron a la sesión que la Comisión destinó al análisis de este asunto, por el Ministerio de Bienes Nacionales, el señor Ministro de la Cartera, don Jaime Ravinet, y el Jefe de la División Jurídica, don Eduardo Correa.





- - - - - -








ANTECEDENTES





1.- Fundamentos de la iniciativa





	El Ejecutivo da cuenta que el Ministerio de Bienes Nacionales ha identificado varios tipos de situaciones pendientes que deben ser resueltas en materia de títulos de dominio, con el objeto de superar definitivamente los obstáculos que impiden o dificultan la aplicación de las políticas de administración de bienes fiscales definidas para el �período 2000-2006.





	Entre dichas situaciones se dan las siguientes:





	a) Inmuebles que han sido objeto de actos de disposición por parte del Estado, pero cuya propiedad nunca se ha consolidado en los beneficiarios.





	Se trata de inmuebles fiscales otorgados a título gratuito a personas naturales, que no han sido inscritos en el correspondiente Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces, razón por la cual permanecieron en propiedad del Fisco. Se trata de más de 14.000 casos, en que los originales beneficiarios nunca se hicieron realmente dueños ni adquirieron las propiedades entregadas por el Estado.





	Este diagnóstico, que se presenta a lo largo de todo el país, pero particularmente en las Regiones I, II, VIII, IX, X (especialmente en la Provincia de Chiloé) y XI, se ha efectuado con motivo del trabajo sostenido del Ministerio de Bienes Nacionales en los últimos años, al ir materializando los proyectos de Catastro de la Propiedad Fiscal y de Saneamiento y Regularización de la Propiedad Raíz.





	El mensaje señala que la normativa aplicable para cada caso exigió como una obligación del beneficiario del título de dominio su reducción a escritura pública y posterior inscripción. En los hechos, o bien no se suscribió la correspondiente escritura o ésta no se inscribió en el Conservador respectivo.





	Se expone que la cuestión no es de fácil solución por cuanto abordarla desde el punto de vista administrativo sólo permitiría hacerse cargo de un número limitado de casos, pues convalidar los títulos originalmente entregados sólo favorecería a aquellos beneficiarios originales que no hubieran fallecido.





	Por otra parte, un nuevo título gratuito excluiría necesariamente a quienes no cumplan con los requisitos legales para acceder a este beneficio, como por ejemplo, que el beneficiario o su cónyuge no tengan propiedad, parte, cuotas o derechos en otro inmueble.





	Asimismo, por tratarse de propiedades que mantienen su condición de fiscales, no es posible aplicar los procedimientos de regularización y saneamiento establecidos en el decreto ley Nº 2.695, de 1979, por haber un texto legal expreso -su articulo 8º- que así lo indica.





	También plantea que si se opta por una venta, además del problema de la determinación del valor comercial, se estaría desconociendo el hecho de que el Fisco manifestó en forma inequívoca su intención de traspasar gratuitamente los inmuebles de que se trata.





	Otro elemento que considera es la circunstancia que muchos de los beneficiarios de estos títulos no inscritos han transferido sucesivamente acciones, mejoras y derechos a terceros adquirentes de buena fe, que son los actuales ocupantes de estos inmuebles, quienes se han visto impedidos de poder regularizar su posesión.





	Indica el Ejecutivo que en otros casos son los herederos o descendientes de los beneficiarios originales los que hoy día ocupan dichos terrenos, no pudiendo regularizar sus títulos por tener también ellos o sus cónyuges otra propiedad.





	b) Ocupaciones irregulares de inmuebles fiscales, que es necesario consolidar.





	Corresponden estos casos a ocupaciones de inmuebles fiscales en la XI Región de Aysén (Provincias de Chiloé y Palena) y en la X Región (Provincia de Llanquihue), que en su mayoría carecen de algún título que las autorice.





	El mensaje da cuenta que dichos ocupantes han tenido dificultades para regularizar su situación, pues no obstante haber solicitado al Ministerio de Bienes Nacionales una venta directa, se han visto en la imposibilidad de pagar el valor comercial de los inmuebles que ocupan.  Lo anterior, por tratarse en general de personas que realizan actividades agropecuarias, en un nivel de economía de subsistencia. La escasa calidad de los terrenos no les permite un desarrollo ganadero de envergadura, suficiente como para poder pagar el valor que dicho Ministerio, por ley, está obligado a fijar.





	El Ejecutivo añade que mientras mantienen la ocupación de estos inmuebles fiscales, muchos de estos solicitantes han adquirido otra propiedad, ya sea a través de programas subsidiados de compra de viviendas, o por herencia u otros medios. Esto les impide optar a un título gratuito, ya que, como se dijera, uno de los requisitos esenciales para poder optar a este beneficio es que ni el solicitante ni su cónyuge sean dueños de otro bien raíz, o de parte, cuota o derecho que recaigan sobre ellos.





	Otro antecedente que es menester considerar es que para ciertos sectores rurales de la XI Región rige la ley Nº 18.270, que permite la transferencia gratuita de terrenos fiscales situados en determinadas zonas y con superficies de hasta 1.000 hectáreas, o 3.000 hectáreas en la Provincia de Capitán Prat.  Esta normativa establece que estas superficies pueden incrementarse hasta un cincuenta por ciento más, si por las características topográficas del predio resulta inconveniente su indivisión, eximiendo al solicitante del cumplimiento de la disposición del artículo 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, en orden a la imposibilidad de poseer el solicitante o su cónyuge otro inmueble, de acuerdo a los avalúos máximos que la misma ley indica.





	Sin embargo, esta ley sólo resulta aplicable a seis o siete casos de los detectados en la zona.





	c) Inmuebles afectados por la erupción del Volcán Hudson.





	Esta situación se aplica a los propietarios de inmuebles afectados por la erupción de este volcán, acaecida en agosto de 1991. Producto de este fenómeno de la naturaleza los campos se cubrieron de un gran manto de cenizas, de aproximadamente dos metros de espesor, lo que afectó los suelos, las cubiertas vegetales y las mejoras introducidas por los pobladores en los terrenos.





	Como una forma de compensar los daños ocasionados, el Fisco ofreció comprar los campos más afectados por el siniestro a un precio de $10.000 la hectárea.  Así, se dictaron entre 1992 y 1994 veintiún decretos de compra de inmuebles a particulares por parte del Fisco. En 1993, y ante la negativa de cinco de ellos de finiquitar las compraventas, se derogaron los correspondientes decretos ya dictados para éstos, por lo que en definitiva el Fisco adquirió e inscribió a su nombre dieciséis inmuebles, cuya superficie alcanza las 7.936,24 hectáreas, a lo cual destinó $79.362.400.





	Con el correr de los años, los depósitos de ceniza sometidos a las condiciones medioambientales del sector fertilizaron naturalmente los campos, registrándose una vigorosa recuperación de las cubiertas vegetales. Ello incrementó la productividad agropecuaria de los predios y se mejoraron, producto de las inversiones realizadas especialmente en materia de vialidad, las condiciones de acceso al sector, generándose una valorización del recurso.





	Actualmente, la situación de los predios adquiridos por el Fisco es la siguiente:





	- Dos fueron vendidos a sus antiguos propietarios (Sociedad Agrícola y Ganadera Río Mogote), los que representan un 7,6% de la superficie total adquirida.





	- Uno fue arrendado a un tercero no afectado por el siniestro, que equivale al 1,9% de la superficie total.





	- Una solicitud de venta denegada, por haberse incluido el predio en oferta turística y por no detectarse ninguna señal de ocupación del mismo. Esto es, el 6% de la superficie total.





	- Tres han sido solicitados en arriendo por sus antiguos propietarios, y equivalen a un 9,3% de la superficie total.





	- Dos han sido solicitados en arriendo por un afectado por la erupción que no fue su propietario inicial, por una superficie equivalente a 15,8% del total.





	En suma, el 59,5% de los campos adquiridos por el Fisco no han sido solicitados a la fecha, y sólo seis de los dieciséis ex propietarios han manifestado intenciones de comprar o arrendar sus antiguas propiedades; en otras palabras, un 62,6% de ellos no lo han hecho.





	Por último, señala el mensaje que las situaciones antedichas ameritan la proposición de instrumentos normativos específicos que permitan dar solución a los problemas planteados, lo que se logra mediante la presente iniciativa.





2.- Tramitación en la H. Cámara de Diputados.





	En dicha Cámara el proyecto de ley fue aprobado por unanimidad, con cuarenta y siete votos a favor.





3.- Antecedentes legales.





	Cabe considerar los siguientes:





	a) La Constitución Política de la República.





	Su artículo 19, N° 24, que garantiza el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.





	El inciso segundo de esta disposición señala que sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella, y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.  Esta última comprende cuanto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.





	b) El Código Civil.





	De acuerdo con su artículo 582 el dominio, que se llama también propiedad, es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitrariamente, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno.





	Los modos de adquirir el dominio, según el artículo 588, son la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción.





	A estos modos habría que agregar, siguiendo la opinión general de los autores de Derecho Civil, la ley, que se constituiría, como en el caso de la expropiación, en título y modo de adquirir.





	El Título VI del Libro II regula la tradición, que define en el artículo 670 como un modo de adquirir el dominio de las cosas, consistente en la entrega que el dueño hace de ellas a otro, habiendo por una parte la facultad e intención de transferir el dominio, y por otra la capacidad e intención de adquirirlo.





	El artículo 675 exige, para que la tradición sea válida, un título translaticio de dominio, como el de venta, permuta o donación, entre otros.  Se requiere, además, que el título sea válido respecto de la persona a quien se confiere.





	El artículo 682 fija el principio de que si el tradente no es el verdadero dueño de la cosa que se entrega por él o a su nombre, no se adquieren por medio de la tradición otros derechos que los transmisibles del mismo tradente sobre la cosa entregada.





	La tradición del dominio de los bienes raíces se efectúa, conforme con el artículo 686, por la inscripción del título en el Registro del Conservador, que, por regla general, corresponde al registro conservatorio del territorio en que estuviere situado el inmueble.





	En virtud del artículo 689, siempre que por una sentencia ejecutoriada se reconociere como adquirido por prescripción el dominio o cualquiera otro derecho real sobre un bien raíz, servirá de título esta sentencia, y se inscribirá en el respectivo Registro.





	El Título VII del Libro II se refiere a la posesión.





	El artículo 700 indica que la posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.  El poseedor se reputa dueño mientras otra persona no justifica serlo.





	La posesión, según el artículo 702, puede ser regular o irregular.  Se llama posesión regular la que procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe, aunque la buena fe no subsista después de adquirida la posesión, y si el título es translaticio de dominio, que haya tenido lugar la tradición. 


	Posesión irregular es la que carece de uno o más de dichos requisitos.





	El artículo 703 clasifica el justo título como constitutivo o translaticio de dominio.  Son constitutivos de dominio la ocupación, la accesión y la prescripción.  Son translaticios los que por su naturaleza sirven para transferirlo, como la venta, la permuta, la donación entre vivos.





	La buena fe, al tenor del artículo 706, es la conciencia de haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de todo otro vicio.  Así, en los títulos translaticios la buena fe supone la persuasión de haberse recibido la cosa de quien tenía la facultad de enajenarla, y de no haber habido fraude ni otro vicio en el acto o contrato.





	El artículo 714 denomina mera tenencia a aquella que se ejerce sobre una cosa no como dueño, sino en lugar o a nombre del dueño, lo cual se aplica generalmente a todo el que tiene una cosa reconociendo dominio ajeno.





	El artículo 724 dispone que si la cosa es de aquellas cuya tradición deba hacerse por inscripción en el Registro del Conservador, nadie podrá adquirir la posesión de ella sino por este medio.





	Para que cese la posesión inscrita, conforme con el artículo 728, es necesario que la inscripción se cancele, sea por voluntad de las partes, o por una nueva inscripción en que el poseedor inscrito transfiere su derecho a otro, o por decreto judicial.  Mientras subsista la inscripción, el que se apodera de la cosa a que se refiere el título inscrito no adquiere posesión de ella, ni pone fin a la posesión existente.





	c) La ley Nº 18.270.





	Establece normas para el otorgamiento de títulos gratuitos de dominio sobre tierras fiscales rurales en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo.





	Su artículo 1º entrega al Presidente de la República esta facultad, la que se ejercerá por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, y considera como posibles beneficiarios a las personas naturales chilenas que a la fecha de su vigencia ocuparen y estuvieren trabajando por cinco años a lo menos, personalmente y por cuenta propia, tierras fiscales rurales situadas en la XI Región, sin necesidad de Acta de Radicación y sin más trámites que los establecidos en el mismo texto legal. En lo no dispuesto por éste, se aplica el decreto ley Nº 1.939, de 1977.





	El inciso tercero de esta norma establece una prohibición de adquirir mediante la normativa de que se trata, para quienes sean dueños, ellos o sus cónyuges, de otros bienes raíces rurales, que en conjunto tengan un avalúo fiscal superior a ciento cincuenta unidades de fomento, o, tratándose de inmuebles no enrolados, un valor comercial que exceda de cuatrocientas cincuenta unidades de fomento.





	d) El decreto ley Nº 1.939, de 1977, que dicta normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado.





	En conformidad con su artículo 3º, corresponde al Ministerio de Bienes Nacionales formar y conservar el catastro de los bienes raíces de propiedad fiscal y de todas las entidades del Estado.





	Su Título IV, sobre “Disposición de Bienes del Estado”, en el artículo 83 señala que estos bienes sólo podrán enajenarse a título oneroso, y que sólo por excepción podrán transferirse a título gratuito siempre que se cumplan los requisitos que establece el Párrafo II del Título, referido precisamente a las transferencias gratuitas.





	El artículo 85 exige que tratándose de ventas de bienes fiscales, su precio no podrá ser inferior a su valor comercial.





	El artículo 88 autoriza al Presidente de la República para que, por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, pueda transferir gratuitamente inmuebles fiscales rústicos o urbanos a personas naturales chilenas, siempre que por sus antecedentes socioeconómicos se justifique o se trate de casos contemplados en planes nacionales o regionales de este Ministerio.





	El artículo 89 señala que sólo podrán otorgarse dichos títulos a las personas en cuyo favor se hubiere extendido previamente un Acta de Radicación, que posibilita al interesado para ocupar de inmediato un determinado inmueble y para efectuar los trabajos e inversiones que correspondieren de acuerdo con la naturaleza del terreno.





	El artículo 90 prohíbe radicar u optar a títulos gratuitos de dominio a las personas que sean dueñas, ellas o sus cónyuges, de otro bien raíz, lo que se acreditará mediante declaración jurada.





	El artículo 93 prescribe que mediando un decreto que otorgue un título gratuito de dominio, el interesado o el funcionario competente, con el mérito de la copia autorizada tanto del decreto que lo conceda como de la aceptación, requerirá del Conservador de Bienes Raíces respectivo la inscripción de dominio.





	El artículo 94 exige que el decreto respectivo deberá establecer expresamente la caducidad del título que confiere, si no se cumplieren las obligaciones impuestas por éste o se infringieren las prohibiciones legales o reglamentarias. Tal declaración de caducidad deberá efectuarse, en todo caso, dentro del plazo de cinco años contado desde la inscripción de dominio correspondiente.





	Por último, el artículo 96 indica que los terrenos adquiridos gratuitamente no podrán ser enajenados ni gravados mientras no haya transcurrido un plazo de cinco años contado desde la respectiva inscripción en el Conservador de Bienes Raíces. Se establecen, en todo caso, normas de excepción a esta regla.





	e) El decreto ley N° 2.695, de 1979.





	Este cuerpo legal fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, el que se cita como referencia ilustrativa en la medida que ha constituido una importante herramienta de saneamiento de este tipo de propiedad.





	Entre los considerandos de este cuerpo normativo se señala que la deficiente constitución del dominio de las pequeñas propiedades raíces rurales y urbanas genera problemas socioeconómicos de crecimiento progresivo, al impedir que un importante número de ellas se incorpore al proceso productivo nacional.





	En razón de lo anterior, agrega, se ha creado el sistema de saneamiento del dominio de la pequeña propiedad, que persigue regularizar la situación del poseedor material que carece de títulos o que los tiene imperfectos, lo cual es previo, en el caso de la pequeña propiedad agrícola, a la elaboración de planes de desarrollo y de asistencia técnica y crediticia.





	Concluye indicando que al no dar la legislación vigente solución eficaz al problema se hace necesario modificarla, adecuándola a la realidad y estableciendo un nuevo procedimiento que faculte a la autoridad administrativa para ordenar la inscripción de los predios a nombre de sus poseedores materiales, que reúnan los requisitos exigidos, contemplando la intervención de la justicia ordinaria sólo en casos de legítima oposición para garantizar derechos de terceros.





	Conforme a sus disposiciones, que determinan un procedimiento, requisitos, sanciones, publicaciones, sistema de oposición, inscripción final y ejercicio de derechos de terceros, se permite a los poseedores materiales de bienes raíces rurales o urbanos, cuyo avalúo fiscal para el pago del impuesto territorial sea inferior a ochocientas o a trescientas ochenta unidades tributarias, respectivamente, que carecen de título inscrito, solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes, quedando de este modo habilitados para adquirir el dominio por prescripción.





	De sus disposiciones se destaca sólo el artículo 8º, que no permite aplicar sus normas a las propiedades fiscales, entendiendo por tales las que se encuentren inscritas a nombre del Fisco.





OBJETO DEL PROYECTO





	El objetivo fundamental del proyecto es regularizar los títulos de determinados inmuebles fiscales, con las condiciones, modalidades y restricciones que indica.





	Se pretende generar instrumentos normativos que permitan a la Administración solucionar en forma adecuada las tres situaciones descritas en el primer acápite.





	Lo anterior se materializa en los siguientes propósitos concretos :





	- Permitir que quienes fueron beneficiarios a título gratuito de dominio de inmuebles fiscales, sin consolidar su propiedad, puedan hacerlo.





	- Validar en forma condicionada las ocupaciones actuales de los terrenos entregados, que tengan un vínculo, ya sea hereditario o por un contrato de cesión de derechos y acciones u otro acto, con el asignatario original del título gratuito.  Ello, por cuanto muchos de estos beneficiarios o bien fallecieron o han dispuesto de sus derechos sobre los terrenos por acto entre vivos.





	Se establece una normativa excepcional para eximir a los ocupantes irregulares de estos terrenos de los requisitos que les impiden acceder al dominio de los inmuebles.





	Los requisitos que se eximirían son dos: contar con un acta de radicación y tener el solicitante o su cónyuge otro inmueble.





	- Crear un mecanismo -para el caso de los inmuebles comprados por el Fisco con motivo de la erupción del Volcán Hudson- que permita a los dueños originales de los predios adquirirlos nuevamente.





- - - - - -








DISCUSIÓN GENERAL





	Al iniciarse esta discusión, vuestra Comisión escuchó al señor Ministro de Bienes Nacionales, quien en primer lugar destacó que esta iniciativa surge de la aspiración de un número significativo de habitantes de las regiones X y XI, en orden a regularizar los títulos de dominio que justifican la ocupación y posesión de sus predios, situación que, en algunos casos, comenzó en 1931.





	En seguida, dio cuenta que este proyecto nació de una solicitud de Diputados y Senadores de las diversas bancadas que representan a los Distritos y Circunscripciones correspondientes a las regiones citadas, y concita el respaldo unánime de todos los sectores políticos.





	Se trata, dijo, de un proyecto realista, simple en su formulación, que si bien no sanea ni resuelve todas las situaciones, es compatible con las aspiraciones de la gran mayoría de los interesados. Además, no significa menoscabo para el patrimonio fiscal ni genera problemas de focalización de las políticas sociales del Gobierno.





	El proyecto, prosiguió, aborda tres tipos de problemas.





	En primer lugar, sanea la situación de títulos que tienen origen fiscal, básicamente en la Provincia de Chiloé, y que fueron entregados en virtud de diversas leyes de colonización o reorganización de la propiedad austral, pero que no fueron inscritos por sus asignatarios. Como estas destinaciones de predios se han efectuado en las últimas décadas, luego del fallecimiento de los beneficiarios sus hijos o nietos conservaron la posesión, o bien, transfirieron derechos sobre los mismos, aunque sin sanear las inscripciones.





	Esta circunstancia se da básicamente en Chiloé, pero también afecta a predios situados en Tarapacá, Antofagasta, Bío-Bío, La Araucanía, Los Lagos y Aysén.





	En segundo término, pretende regularizar la ocupación, algunas veces ancestral, de tierras fiscales, de manera de eximir a los ocupantes de determinados requisitos generales, exigiéndoseles, sin embargo, cumplir algunas condiciones que el proyecto señala.





	Esta modalidad, añadió, beneficia a ocupantes de terrenos fiscales de Aysén, Los Lagos, Chiloé, Palena, San Juan de la Costa, Cochamó, Maullín, Los Muermos, Fresia, y parte de la Provincia de Llanquihue.





	Por último, regulariza la situación de dieciséis familias que eran propietarias de las tierras que fueron afectadas por la erupción del Volcán Hudson, en 1991, tal como se consigna en los Antecedentes de este informe. Los afectados estiman hoy que se les pagó un precio de indemnización, por lo que el proyecto persigue darles una opción de recompra.





	El H. Senador señor Horvath, luego de coincidir con el señor Ministro en cuanto a que esta iniciativa recoge un anhelo de habitantes de la zona austral del país, hizo presente que este proyecto modifica los criterios aplicados hasta la fecha por el Ministerio del ramo para la constitución del dominio en esa área geográfica, consistente en la transferencia de predios fiscales mediante su venta o la posibilidad de explotarlos por la vía de su entrega en concesión.





	Sin perjuicio de lo anterior, el señor Senador manifestó su preocupación por los siguientes aspectos:





	- En primer término, por la situación de aquellos ocupantes que se encuentran actualmente arrendando terrenos fiscales, realizando trámites para su adquisición o para concesionarlos.





	- Luego, por la conveniencia de utilizar para la mensura de los predios de que se trata los denominados Sistemas de Posicionamiento Satelital, dado que un proceso de estas características sería más expedito, rápido y económico que recurrir a la mensura topográfica. No obstante, dijo, este último mecanismo debería emplearse cuando existan serias dificultades para realizar tal tarea, atendida la existencia de superposición de posesiones o de deslindes insuficientemente delimitados. Por último, fue partidario de que los interesados puedan obtener estos trámites de medición gratuitamente, considerando las circunstancias socioeconómicas de la mayoría de ellos.





	A lo anterior, el señor Ministro explicó que las personas que se encuentren en las hipótesis aludidas, podrán acogerse a los beneficios de este proyecto en la medida que cumplan las condiciones y requisitos que se exigen. No obstante, sostuvo que la Secretaría de Estado a su cargo expresa su amplia disposición a estudiar los casos que no queden amparados por el cuerpo normativo en análisis, para traducirlos en futuras iniciativas legales.





	Agregó que una vez que este proyecto entre en vigencia, el Ministerio evaluará los resultados prácticos de sus disposiciones, de manera de incorporar los perfeccionamientos legislativos que pudieren ser necesarios.





	En lo que concierne al método de mensura sugerido, explicó que el Ejecutivo ha preferido no establecer en la ley el mecanismo técnico a emplear, para evitar rigideces innecesarias.





	En relación con la gratuidad de tales procedimientos, indicó que en el proyecto de ley sobre Presupuestos del Sector Público para 2002 se contemplan $500.000 miles destinados a financiar la ayuda económica que se ha concebido para estos efectos.





	El propósito del Gobierno es mantener dicha cantidad para los años presupuestarios 2003 y 2004, totalizando en el período, según dijera, $1.500.000 miles. De conformidad con las proyecciones del Ministerio, dicha cifra debería solventar las necesidades de los interesados para cumplir con la mensura de los predios.





	Consultado por el H. Senador señor Vega respecto del número de beneficiarios que estarían involucrados, el personero informó que ascienden a aproximadamente dieciséis mil familias, de las cuales catorce mil pertenecen a la Provincia de Chiloé.





	Cabe consignar que, atendiendo a la especial solicitud que hiciera el señor Ministro de conferir a la iniciativa la mayor celeridad en su tramitación y así dar pronta solución a una situación que se ha prolongado por más de tres décadas, vuestra Comisión estuvo por acogerla en los mismos términos propuestos por la H. Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.





	- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Horvath, Moreno, Stange y Vega.





- - - - - -








DISCUSIÓN PARTICULAR





	Cabe advertir que el H. Senado, en sesión de 31 de octubre pasado, dio su asentimiento para que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales discutiera también el proyecto en particular, al despachar su primer informe.





	El proyecto de ley se estructura en diecinueve artículos agrupados en cuatro Títulos denominados, respectivamente, “Disposiciones relativas a títulos no inscritos” (artículos 1º a 8º); “Disposiciones especiales para la regularización de ocupaciones en zonas que indica” (artículo 9º); “Normas especiales para inmuebles que indica” (artículo 10), y “Disposiciones finales” (artículos 11 a 19).





- - - - - -





	Se deja constancia que la totalidad de los artículos del proyecto fueron aprobados sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Horvath, Moreno, Stange y Vega.





- - - - - -





	A continuación se los describe brevemente y se da cuenta de la discusión suscitada a su respecto en la Comisión.





Artículo 1º





	Permite a los ocupantes de inmuebles fiscales, cuyos derechos emanen o deriven de un decreto supremo válidamente dictado por el Ministerio de Bienes Nacionales, y que los ocupen en forma efectiva ya sea total o parcialmente respecto de la cabida original, con una anticipación de a lo menos cinco años a la fecha de entrada en vigencia de este proyecto de ley, para acogerse a los beneficios establecidos en el �Título I del proyecto (inciso primero).





	Para ello deberán recurrir a dicha Secretaría de Estado para que ésta otorgue un nuevo título de dominio y encontrarse en alguna de las situaciones que se describen a continuación:





	- Que los inmuebles se encuentren comprendidos en inscripciones fiscales globales o específicas, cuya forma y cabida hubieren permanecido inalterables.





	- Que los solicitantes sean herederos o descendientes de beneficiarios de títulos de dominio de inmuebles que se encontraren en la situación anteriormente descrita





	- Que la ocupación derive de una transferencia a cualquier título de acciones, mejoras y derechos, ya sea del beneficiario del decreto supremo no inscrito o de alguno de sus herederos o descendientes.





	Consultado el Jefe de la División Jurídica del Ministerio acerca de la idea contemplada en el inciso primero de la disposición, relativa al carácter de “válidamente dictado” del decreto supremo de que se trata, argumentó que, si bien podría considerarse innecesario, ello obedece a la conveniencia de incluir mediante tal expresión jurídica todas las alternativas formales que desde 1930 se han dado en la dictación de estos actos administrativos. Idéntica explicación, añadió, apoya la inclusión de la alusión al “ex Ministerio de Tierras y Colonización”.





	Además, y ante una inquietud de los miembros de la Comisión referida al numeral 3º del artículo, dijo que se comprenden en éste todas las transferencias que sucesivamente hayan podido realizarse del bien raíz objeto de la solicitud de regularización por los ocupantes.





Artículo 2°





	Exige a los interesados acreditar su vinculación con el título original y la ocupación efectiva, de acuerdo a lo señalado en el artículo precedente. El nuevo título se otorgará respecto del terreno en el que se acredite dicha ocupación y siempre que no exceda los límites de la superficie originalmente entregada.





	La redacción actual de esta disposición, señaló el señor Ministro, responde a las enmiendas que se le introdujeron en el primer trámite constitucional, destinadas a precaver situaciones de conflicto que hubieran podido derivarse de su redacción original, que fue estimada imprecisa, y así evitar problemas en la determinación de los deslindes prediales.








Artículo 3º





	Establece que aquellos ocupantes de inmuebles fiscales a los cuales no les sean aplicables las disposiciones de este Título, por no cumplir con alguno de los requisitos establecidos en los dos artículos anteriores, podrán acogerse a las normas generales contempladas en los artículos 88 y siguientes del decreto ley Nº 1.939, de 1977, y otras leyes y normas complementarias, cuando procediere.





	Ante consultas formuladas por algunos miembros de la Comisión, en el sentido de que tratándose de una disposición que se remite a normas de general aplicación podría estimarse innecesaria, el Ejecutivo sostuvo que se ha preferido abordar esta hipótesis para explicitar que quienes no puedan acogerse a los beneficios de este Título podrán siempre ampararse en el decreto ley Nº 1.939 de 1977, y en otras leyes y normas complementarias, cuando fuere procedente.





Artículo 4º





	Indica que no será impedimento para acogerse a los beneficios que establece el Título el hecho que el interesado o su cónyuge sean dueños de otro inmueble o de parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste. Exime también a los solicitantes de la obligación de contar con un acta de radicación previa, referida en el artículo 89 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, y de los antecedentes socioeconómicos que menciona el artículo 88 del citado texto legal.





Artículo 5º





	Prescribe que aquellos beneficiarios de título de dominio cuyos decretos supremos no se encontraren inscritos y recayeren sobre inmuebles que no se hallaren actualmente amparados por inscripción fiscal, podrán acogerse a las normas de saneamiento de sus títulos de dominio contempladas en el derecho común o en las especiales del decreto ley Nº 2.695, de 1979, sobre regularización de la pequeña propiedad raíz, en la medida en que cumplan con los requisitos legales pertinentes.





	Para los efectos de la historia de la ley, se deja constancia que esta norma, no obstante reiterar un principio general, se estimó conveniente incluirla por el Ejecutivo para precaver problemas de interpretación.





Artículos 6º, 7º y 8º





	El primero, señala que los interesados en obtener títulos de dominio en conformidad con el Título que se comenta deberán solicitarlo por escrito ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u oficina provincial correspondiente. Esta solicitud debe mencionar expresamente que el solicitante se acoge a los beneficios y demás requisitos establecidos por esta ley.





	El segundo, entrega, en su inciso primero, a las citadas Secretaría u oficina provincial la obligación de certificar, en cada caso, la ocupación por el solicitante, con la anterioridad que el artículo 1º exige.





	Agrega, en su inciso segundo, que si respecto de un inmueble se presentara más de una solicitud y todos los solicitantes cumplieran con los requisitos establecidos en los artículos 1º y 2º, el Ministerio de Bienes Nacionales preferirá el acuerdo de las partes para resolver. De no ser posible un acuerdo, resolverá las solicitudes en conformidad con las normas de esta ley.





	El tercero, establece en su inciso primero que el nuevo decreto supremo que se dicte y que otorgue el título gratuito de dominio al amparo de las disposiciones de la ley en proyecto, se notificará de conformidad con las normas establecidas en el artículo 93 del decreto ley Nº1.939, de 1977, esto es, personalmente. Excepcionalmente, se establece la posibilidad de que esta notificación se efectúe por oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación o secretarios de las municipalidades de la jurisdicción respectiva (inciso primero).





	El título, conforme a su inciso segundo, se entenderá aceptado si no fuere rechazado u objetado por el beneficiario dentro del plazo que indica.





	Cabe consignar que la Comisión entiende que la remisión al artículo 93 del decreto ley Nº 1.939 de 1977, es a su inciso primero, por ser los siguientes contradictorios con la norma que se viene proponiendo.





Artículo 9º





	Exime de los requisitos establecidos en los artículos 89 y 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977 –vale decir, Acta de Radicación y no ser dueñas, ellas o sus cónyuges, de otro bien raíz-, a las personas naturales chilenas que tengan solicitudes pendientes de ventas directas o de títulos gratuitos de inmuebles fiscales urbanos o rurales ubicados en las Regiones y localidades que indica, mencionadas en el acápite de Antecedentes de este informe (inciso primero).





	En todo caso, esta disposición obliga al solicitantes a cumplir con determinados requisitos, como haber ingresado la solicitud correspondiente, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia del proyecto de ley; ejercer una ocupación efectiva del inmueble solicitado; acreditar una ocupación continua y efectiva de a lo menos cinco años del inmueble solicitado, y, si contaren el solicitante o su cónyuge con otro inmueble en actual dominio o con una parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste, que su avalúo fiscal no sea superior a quinientas unidades de fomento (inciso segundo).





	De encontrarse pendiente una de las solicitudes presentadas conforme con el procedimiento señalado en este artículo, agrega la norma, no se realizarán apremios o desalojos de los predios solicitados (inciso tercero).





	Consultado el Ejecutivo acerca del sentido de las enmiendas introducidas durante el primer trámite constitucional a esta disposición, señaló que ellas tuvieron por finalidad corregir su redacción original; incorporar inmuebles fiscales ubicados en la comuna de San Juan de la Costa de la Provincia de Osorno, y en la comuna de Puerto Montt, en el sector al sur del río Chamiza, hasta el límite oeste de la comuna de Cochamó; conferirle un nuevo orden a los requisitos que regula, y acotar el tipo de avalúo que se considerará como límite para el valor del predio en actual dominio del solicitante o su cónyuge.





	En lo que concierne al último punto, el señor Ministro sostuvo que originalmente el Mensaje propuso que la valorización del inmueble correspondiera a un valor comercial no superior a 1.200 UF. En la H. Cámara de Diputados se planteó sustituirla por el avalúo fiscal del bien, con un límite igual al anterior. Finalmente, el Ministerio de Hacienda acogió la referencia al avalúo fiscal, pero limitado a 500 UF.





	El personero de Gobierno agregó que, según las estimaciones de los especialistas en la materia, el avalúo fiscal en el caso de predios rurales es conveniente, en la medida que se encuentra en una relación de 1:10 respecto del avalúo comercial. Tratándose de propiedades urbanas, dicha relación disminuiría a 1:3.





	Recordó el señor Ministro, ante una inquietud del H. Senador señor Horvath, quien se mostró interesado en los efectos que la solución legislativa podrá tener en una zona donde la apreciación pecuniaria del suelo no ha sido estable, que los avalúos fiscales en zonas rurales no han experimentado variaciones en los últimos veinte años, por lo que, en todo caso, de sufrirlas serían al alza, por razones de indexación económica, entre otros factores.





	A su juicio, resulta preferible utilizar como referente el avalúo fiscal, por cuanto el comercial es susceptible de interpretación e importa un nivel de discrecionalidad que sería oportuno evitar. El avalúo fiscal, concluyó, le confiere al bien una valoración objetiva y, en todo caso, podrá ser siempre objeto de recalificación a solicitud del particular.





	Finalmente, el H. Senador señor Horvath manifestó su aprensión en el sentido de que la norma que se analiza dejaría fuera del ámbito de aplicación de este proyecto de ley a un número importante de posibles beneficiarios. El Secretario de Estado respondió esta inquietud señalando, como se consignara en la discusión general, su plena disposición a estudiar estas situaciones de manera de incluirlas en futuras iniciativas legales.





Artículo 10





	Aborda, en su inciso primero, la situación de las personas que vendieron al Fisco inmuebles afectados por la erupción del volcán Hudson entre los años 1992 y 1994, y señala que podrán solicitar a la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales correspondiente la resolución del respectivo contrato, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de la ley.





	Su inciso segundo se refiere a la forma de restituir el precio percibido, debidamente reajustado, y a las demás condiciones generales de la resolución que deberán ser establecidas por decreto supremo conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Bienes Nacionales, y que el monto de los reintegros ingresará a rentas generales de la Nación.





	Prescribe, por último, su inciso tercero, que los inmuebles respecto de los cuales se hayan aplicado las normas anteriores quedarán afectos a una prohibición de enajenación a cualquier título, por diez años contados desde la fecha de suscripción de la respectiva escritura.





Artículo 11





	Indica que sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, la forma, modalidades, prohibiciones y demás requisitos a que diere lugar su aplicación se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.939, de 1977, en todo aquello que no se oponga a ésta.





Artículo 12





	Hace aplicable el artículo 925 del Código Civil para los efectos de calificar la ocupación efectiva de los inmuebles.





	En virtud de esta disposición, se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos, como cortes de maderas, construcción de edificios, cerramientos, plantaciones o sementeras y otros de igual significación.





Artículo 13





	No hace aplicables las disposiciones de los Títulos I y II de la ley en proyecto a aquellos inmuebles en que el Fisco hubiere empezado a ejecutar cualquier acto de administración o disposición con anterioridad a la fecha de la respectiva solicitud. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que el Ministerio estime pertinente, para casos determinados, dejar sin efecto los actos realizados para acoger la solicitud, en caso de que ello fuere procedente.











Artículo 14





	Señala que los beneficios y demás derechos que se consagran en virtud del texto legal que se analiza sólo podrán ser ejercidos por los solicitantes por una sola vez, cualesquiera que sean los inmuebles a regularizar, previa declaración jurada de no ser parte en ningún juicio pendiente en que se discuta su posesión o dominio, y dentro del plazo que establece esta ley.





Artículo 15





	Indica que los gastos que demande la aplicación del procedimiento de regularización serán de cargo del solicitante y determinados por resolución del Ministerio de Bienes Nacionales. Con todo, quienes no contaren con recursos suficientes, calificados en la forma que se establezca en dicha resolución, podrán optar a su financiamiento parcial con cargo a los recursos públicos que se destinen al efecto.





	Cabe consignar que, luego de una petición formulada por algunos miembros de la Comisión, el señor Ministro de la Cartera se comprometió a que la evaluación de la situación socioeconómica de los solicitantes tomará por base los informes que al efecto emita la respectiva municipalidad, entre otros elementos objetivos.





Artículo 16





	Extiende los privilegios y exenciones del artículo 4º del decreto ley Nº 1.939, de 1977, a las inscripciones que deban realizarse en el Conservador de Bienes Raíces y a los trámites asociados a éstas.





Artículo 17





	Señala que las disposiciones que se establecen en el proyecto de ley son sin perjuicio de las acciones que puedan interponerse ante los Tribunales Ordinarios de Justicia.





Artículo 18





	Imputa el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación del proyecto al presupuesto vigente del Ministerio de Bienes Nacionales y agrega que si éste fuere insuficiente, podrá ser suplementado con cargo a la partida Tesoro Público.








Artículo 19





	Establece que el proyecto entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.





- - - - - -








	En mérito del acuerdo precedentemente reseñado, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de proponeros aprobar en iguales términos el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados.





- - - - - -








TEXTO DEL PROYECTO DE LEY





	En consecuencia, el proyecto de ley sería el siguiente:








PROYECTO DE LEY:








“TITULO I


DISPOSICIONES RELATIVAS A TÍTULOS NO INSCRITOS





	Artículo 1º.- Podrán acogerse a los beneficios establecidos en este Título, todos aquellos ocupantes de inmuebles fiscales cuyos derechos emanen o deriven de un decreto supremo válidamente dictado por el Ministerio de Bienes Nacionales, ex Ministerio de Tierras y Colonización, y que los ocupen en forma efectiva, ya sea en forma total o parcial respecto de la cabida original, con una anticipación de a lo menos cinco años a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, y que se encontraren, además, en alguna de las situaciones que a continuación se describen:





	1º Aquellas personas titulares de decretos supremos que se refieran a inmuebles comprendidos en inscripciones fiscales globales o específicas, cuya forma y cabida hubieren permanecido inalterables.





	2º Aquellos herederos o descendientes de beneficiarios de títulos de dominio cuyo decreto supremo se encontrare comprendido dentro de inscripciones globales o específicas, cuya forma y cabida hayan permanecido igualmente inalterables.





	3º Aquellos solicitantes cuya ocupación derive de una transferencia a cualquier título de acciones, mejoras y derechos, ya sea del beneficiario del decreto supremo no inscrito o de alguno de sus herederos o descendientes.





	Las personas que se encuentren en alguno de los casos señalados, podrán recurrir al Ministerio de Bienes Nacionales, para que éste pueda otorgar un nuevo título de dominio a quien acredite cumplir con los requisitos y exigencias establecidos en este Título.





	Artículo 2°.- Los interesados en los beneficios que establece este Título, deberán acreditar su vinculación con el título original y la ocupación efectiva en la forma que establece el artículo 1°. El nuevo título se otorgará respecto del terreno en el que se acredite la ocupación efectiva del solicitante, siempre que no exceda los límites de la superficie originalmente entregada.





	Artículo 3º.- A los ocupantes de inmuebles fiscales que no les sean aplicables las disposiciones de este Título, por no cumplir con alguno de los requisitos establecidos en los artículos 1º y 2º, les serán aplicables las normas generales contempladas en los artículos 88 y siguientes del decreto ley Nº 1.939, de 1977, y otras leyes y normas complementarias, cuando procediere.





	Artículo 4º.- No será obstáculo para acogerse a los beneficios que establece este Título, la circunstancia de que el interesado o su cónyuge sean dueños de otro inmueble o de parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste. Tampoco requerirán los solicitantes del acta de radicación previa a que se refiere el artículo 89 del decreto ley �Nº 1.939, de 1977, ni de los antecedentes socioeconómicos de que hace mención el artículo 88 del citado texto legal.





	Artículo 5º.- Aquellos beneficiarios de título de dominio cuyos decretos supremos no se encontraren inscritos y recayeren sobre inmuebles que no se hallaren actualmente amparados por inscripción fiscal, podrán acogerse a las normas de saneamiento de sus títulos de dominio contempladas en el derecho común o en las especiales del decreto ley Nº 2.695, de 1979, sobre regularización de la pequeña propiedad raíz, en la medida en que cumplan con los requisitos legales pertinentes.





	Artículo 6º.- Cualquiera de los interesados en la regularización de la ocupación y la obtención de su título gratuito de dominio de acuerdo con las disposiciones de este Título, deberá solicitarlo por escrito ante la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u oficina provincial correspondiente. En su solicitud deberá hacer expresa mención de que se acoge a los beneficios y demás requisitos establecidos por esta ley.





	Artículo 7º.- Será obligación de la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u oficina provincial correspondiente certificar, en cada caso, el hecho de encontrarse el solicitante ocupando el inmueble fiscal objeto de la solicitud, con una anterioridad de a lo menos cinco años a la entrada en vigencia de esta ley.





	Si respecto de un inmueble se presentara más de una solicitud, y todos los solicitantes cumplieran con los requisitos establecidos en los artículos 1º y 2º, el Ministerio de Bienes Nacionales preferirá el acuerdo de las partes para resolver. De no ser posible un acuerdo, resolverá las solicitudes de acuerdo con las normas de esta ley.





	Artículo 8º.- El nuevo decreto supremo que otorgue el título gratuito de dominio se notificará de conformidad con las normas establecidas en el artículo 93 del decreto ley Nº1.939, de 1977. Excepcionalmente, también podrá ser notificado por los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación o los secretarios de las municipalidades de la jurisdicción respectiva. El título se entenderá aceptado si no fuere rechazado u objetado por el beneficiario dentro del plazo de treinta días contados desde su notificación.





TITULO II


DISPOSICIONES ESPECIALES PARA LA REGULARIZACIÓN DE 


OCUPACIONES EN ZONAS QUE INDICA





	Artículo 9º.- Se exime de los requisitos establecidos en los artículos 89 y 90 del decreto ley Nº 1.939, de 1977, para optar a títulos gratuitos de dominio, a las personas naturales chilenas que tengan solicitudes pendientes de ventas directas o de títulos gratuitos de inmuebles fiscales urbanos o rurales ubicados en la Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y en la Décima Región de Los Lagos, en las provincias de Palena, Chiloé, en la comuna de San Juan de la Costa, Provincia de Osorno y en las comunas de Cochamó, Maullín, Fresia, Los Muermos y la comuna de Puerto Montt, en el sector al sur del río Chamiza hasta el límite oeste de la comuna de Cochamó, todas de la provincia de Llanquihue, y que cumplan además con los siguientes requisitos:





	a) Tener ingresadas las solicitudes respectivas ante la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales u oficina provincial correspondiente, dentro de los noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.





	b) Ejercer una ocupación efectiva del inmueble solicitado.





	c) Acreditar una ocupación continua y efectiva de a lo menos cinco años del inmueble solicitado.





	d) Que el avalúo fiscal del inmueble de actual dominio del solicitante o su cónyuge, o de la parte o cuota de derechos que recaigan sobre éste, no sea superior a 500 unidades de fomento.





	Mientras se encuentre pendiente una de las solicitudes presentadas conforme con el procedimiento señalado en este artículo, no se realizarán apremios o desalojos de los predios solicitados.





TÍTULO III


NORMAS ESPECIALES PARA INMUEBLES QUE INDICA





	Artículo 10.- Dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, las personas que vendieron al Fisco inmuebles afectados por la erupción del volcán Hudson, entre los años 1992 y 1994, podrán solicitar a la Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales correspondiente, la resolución del respectivo contrato. La forma de restituir el precio percibido, debidamente reajustado, y las demás condiciones generales de dicha resolución serán establecidas por decreto supremo conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Bienes Nacionales.  El monto de los reintegros ingresarán a rentas generales de la Nación.





	Los inmuebles objeto de la operación a que se refiere el inciso anterior, quedarán afectos a la prohibición de enajenar, a cualquier título, por un plazo de diez años contados desde la fecha de suscripción de la respectiva escritura.





TITULO IV


DISPOSICIONES FINALES





	Artículo 11.-.Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, la forma, modalidades, prohibiciones y demás requisitos a que diere lugar su aplicación, se regirán por las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.939, de 1977, en todo aquello que no se oponga a ésta.





	Artículo 12.- Para efectos de calificar la ocupación efectiva, se estará a lo dispuesto en el artículo 925 del Código Civil.





	Artículo 13.- No serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II de esta ley a aquellos inmuebles en que el Fisco de Chile hubiere empezado a ejecutar cualquier acto de administración o disposición, con anterioridad a la fecha de la respectiva solicitud. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de que el Ministerio estime pertinente, para casos determinados, dejar sin efecto los actos realizados para acoger la solicitud, en caso de que ello fuere procedente.





	Artículo 14.- Los beneficios y demás derechos que se consagran en virtud de este texto legal sólo podrán ser ejercidos por los solicitantes por una sola vez, cualesquiera que sean los inmuebles a regularizar, previa declaración jurada de no ser parte en ningún juicio pendiente en que se discuta su posesión o dominio, y dentro del plazo que establece esta ley.





	Artículo 15.- Los gastos que demande la aplicación del procedimiento de regularización que establece esta ley, determinados mediante resolución del Ministerio de Bienes Nacionales, serán de cargo del solicitante. Con todo, quienes no contaren con recursos suficientes, calificados en la forma que se establezca en dicha resolución, podrán optar a su financiamiento parcial con cargo a los recursos públicos que se destinen al efecto.





	Artículo 16.- Las inscripciones requeridas al Conservador de Bienes Raíces y los trámites asociados, gozarán de todos los privilegios y exenciones del artículo 4º del decreto ley Nº 1.939, de 1977.





	Artículo 17.- Las disposiciones que se establecen en esta ley son sin perjuicio de las acciones que puedan interponerse ante los Tribunales Ordinarios de Justicia.





	Artículo 18.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Bienes Nacionales. En caso de que éste fuere insuficiente, podrá ser suplementado con cargo a la partida Tesoro Público.





	Artículo 19.- Esta ley comenzará a regir sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.”.





- - - - - -








	Acordado en sesión celebrada el día 6 de noviembre de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Rodolfo Stange Oelckers (Presidente), Antonio Horvath Kiss, Rafael Moreno Rojas, Jorge Pizarro Soto y Ramón Vega Hidalgo.





	Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2001.









































	M. Angélica Bennett Guzmán


	             Secretario
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RESEÑA





I	BOLETÍN Nº: 2.758-12





II	MATERIA: Proyecto de ley que regulariza la posesión y ocupación de inmuebles fiscales en la forma que indica.





III	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.





V	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Fue aprobado por unanimidad por cuarenta y siete votos a favor.





VI	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 17 de octubre de 2001.





VII	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII	URGENCIA: Simple.





IX	LEYES QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 





	a) El artículo 19, Nº 24, de la Constitución Política de la República.





	b) El Código Civil.





	c) La ley Nº 18.270.





	d) El decreto ley Nº 1.939, de 1977, que dicta normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado.





	e) El decreto ley N° 2.695, de 1979.





X	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Consta de diecinueve artículos.





XI	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Regularizar los títulos de determinados inmuebles fiscales, con las condiciones, modalidades y restricciones que indica. Lo anterior se materializa en los siguientes propósitos concretos :





	- Permitir que quienes fueron beneficiarios a título gratuito de dominio de inmuebles fiscales, sin consolidar su propiedad, puedan hacerlo.





	- Validar en forma condicionada las ocupaciones actuales de los terrenos entregados, que tengan un vínculo, ya sea hereditario o por un contrato de cesión de derechos y acciones u otro acto, con el asignatario original del título gratuito. Ello, por cuanto muchos de estos beneficiarios o bien fallecieron o han dispuesto de sus derechos sobre los terrenos por acto entre vivos.





	- Establecer una normativa excepcional para eximir a los ocupantes irregulares de estos terrenos de los requisitos que les impiden acceder al dominio de los inmuebles.





	- Crear un mecanismo -para el caso de los inmuebles comprados por el Fisco con motivo de la erupción del Volcán Hudson- que permita a los dueños originales de los predios adquirirlos nuevamente.





XII	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No tiene.





XIII	ACUERDOS: Aprobación en general y en particular (todas sus disposiciones) por unanimidad de miembros presentes (4x0).











	Valparaíso, 6 de noviembre de 2001.











	M. Angélica Bennett Guzmán


	              Secretario
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